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Por eso, hablar de violencia familiar es hablar de 
historias de vida que muchas veces transcurren en 
silencio. Es reconocer que detrás de cada agresión 
puede existir una persona que necesita protección, que 
teme por su seguridad y que enfrenta dificultades para 
recuperar su tranquilidad y su autonomía.

La violencia familiar no debe normalizarse como 
parte de la convivencia, ni justificarse por los vínculos 
afectivos, el parentesco o la vida en común. Ninguna 
relación familiar otorga a una persona el derecho de 
controlar, humillar, amenazar o agredir a otra. El 
amor, la convivencia y los lazos familiares jamás deben 
convertirse en razones para tolerar la violencia.

Una sociedad que aspira al bienestar de sus familias 
debe reconocer que la seguridad comienza también 
dentro de los hogares y que ninguna persona debería 
sentirse desprotegida precisamente en el lugar donde 
vive.

Uno de los aspectos más dolorosos de la violencia 
familiar es que, con frecuencia, quienes la padecen 
enfrentan solos las consecuencias de las agresiones. No 
basta con reconocer que existe violencia; es necesario 
comprender por qué muchas personas no denuncian, 
por qué algunas regresan al entorno donde fueron 
agredidas o por qué otras tardan tanto tiempo en 
solicitar apoyo.

En ocasiones, denunciar significa enfrentarse a 
la persona de quien depende económicamente la 
familia. En otras, implica temer por la seguridad de 
las hijas e hijos, enfrentar el rechazo de familiares o 
asumir la incertidumbre de no saber dónde vivir, cómo 
sostenerse o a quién acudir.

Para algunas víctimas, acudir ante una autoridad 
puede representar el primer paso para recuperar 
su libertad; para otras, puede ser una decisión que 
requiere tiempo, acompañamiento y condiciones 
mínimas de seguridad. La ausencia de una denuncia 
no significa necesariamente que los hechos no hayan 
ocurrido, que no exista sufrimiento o que la persona 
afectada no necesite ayuda.

Debemos comprender que la violencia familiar 
puede generar condiciones de sometimiento emocional 
y material que dificultan la capacidad de actuar. Por 
ello, no es justo colocar sobre las víctimas toda 
la responsabilidad de poner fin a la violencia que 
padecen, especialmente cuando las circunstancias 
que enfrentan pueden limitar sus posibilidades de 
denunciar.

Dip. Baltazar Gaona García,
Presidente de la Mesa Directiva 
del Honorable Congreso del Estado 
de Michoacán de Ocampo.
Presente:

Juan Carlos Barragán Vélez, Diputado integrante de 
la Septuagésima Sexta Legislatura del Congreso del 
Estado de Michoacán, así como integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Morena, y de conformidad 
con lo establecido en los artículos 36 fracción II, 37 
y 44 fracciones I y XXX de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo; 8° fracción II, 234 y 235 de la Ley Orgánica 
y de Procedimientos del Congreso del Estado de 
Michoacán de Ocampo, someto a consideración de 
este Honorable Congreso la presente Iniciativa con 
Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 178 
del Código Penal para el Estado de Michoacán de Ocampo, 
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El hogar debería ser el lugar donde toda persona 
encuentre tranquilidad, protección, afecto y respeto. 
Un espacio donde las familias puedan convivir en 
condiciones de seguridad, donde las niñas y los niños 
crezcan sin miedo, donde las personas adultas mayores 
reciban cuidado y donde cada integrante pueda 
desarrollarse con libertad y dignidad. Sin embargo, 
para muchas personas, la realidad es distinta: el lugar 
que debería brindarles protección se convierte en el 
espacio donde experimentan miedo, humillaciones, 
amenazas, control y agresiones.

La violencia familiar es una realidad que muchas 
veces permanece oculta detrás de las puertas de 
una vivienda. No siempre deja marcas visibles, ni se 
manifiesta únicamente a través de golpes. También 
se encuentra en las palabras que lastiman, en las 
amenazas que silencian, en el dinero que se utiliza para 
controlar, en las decisiones que se imponen y en las 
conductas que poco a poco limitan la libertad de una 
persona hasta hacerle sentir que no tiene alternativas.

Quienes viven estas situaciones no siempre pueden 
hablar de lo que sucede. En ocasiones, el miedo a 
una nueva agresión les impide pedir ayuda; en otras, 
la dependencia económica, la preocupación por sus 
hijas e hijos, la presión familiar o la esperanza de que 
las cosas cambien las llevan a guardar silencio. Hay 
personas que conviven diariamente con quien las 
agrede y que, aun reconociendo el daño que sufren, 
no encuentran las condiciones necesarias para alejarse 
o acudir ante una autoridad.
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No se trata de desconocer la voluntad de las 
víctimas ni de restar importancia a su participación 
en los procedimientos, sino de evitar que el silencio 
provocado por el miedo, las amenazas o la dependencia 
se convierta en una condición que impida la 
intervención del Estado.

La violencia familiar puede afectar a cualquier 
persona, sin importar su edad, género, condición 
económica o situación familiar. Aunque existen 
grupos que requieren medidas de protección reforzada, 
ninguna persona debe quedar desprotegida por no 
encontrarse dentro de una categoría determinada.

Una persona adulta, con plena capacidad para 
comprender lo que ocurre, también puede vivir bajo 
amenazas, experimentar dependencia económica o 
encontrarse sometida a un entorno de control que 
le impida denunciar. La vulnerabilidad no siempre 
es visible, y el sufrimiento de una víctima no debe 
medirse únicamente por su edad o por sus condiciones 
personales.

Por ello, la protección frente a la violencia familiar 
debe partir de un principio esencial: toda persona tiene 
derecho a vivir libre de violencia y a recibir la atención 
institucional que corresponda cuando sus derechos 
sean vulnerados.

La presente iniciativa surge de la necesidad de que el 
marco jurídico de Michoacán responda a esa realidad 
humana, reconociendo que las agresiones dentro del 
entorno familiar no pueden quedar sin investigación 
por la imposibilidad o dificultad de la víctima para 
presentar una querella.

Se busca que la protección no dependa de que 
una persona encuentre, por sí sola, la fuerza para 
denunciar a quien la agrede, sino que las autoridades 
puedan actuar cuando tengan conocimiento de hechos 
que probablemente constituyan violencia familiar, 
conforme a las disposiciones legales aplicables.

Porque detrás de cada caso de violencia familiar 
existe una persona cuya tranquilidad, seguridad y 
dignidad merecen ser protegidas. Porque ninguna 
familia puede construirse sobre el miedo, y ningún 
vínculo afectivo justifica la agresión. Y porque el 
Estado tiene la responsabilidad de garantizar que 
quienes viven estas circunstancias encuentren 
instituciones que respondan con sensibilidad, 
oportunidad y respeto a sus derechos.

Esta iniciativa se presenta bajo el cuadro 
comparativo siguiente:

El miedo no debe convertirse en una barrera para 
acceder a la justicia. La dependencia económica 
no debe ser una condena al silencio. Y los vínculos 
familiares no deben representar un obstáculo para que 
las instituciones intervengan cuando una persona se 
encuentra en riesgo.

La protección de quienes viven violencia familiar 
exige sensibilidad, comprensión y una actuación 
institucional que reconozca las dificultades que 
enfrentan, sin juzgarlas por el tiempo que tardan 
en pedir ayuda ni por las decisiones que toman para 
protegerse a sí mismas y a sus familias.

Cuando una persona enfrenta violencia dentro de 
su hogar, no solamente necesita que se reconozca su 
sufrimiento; necesita encontrar instituciones capaces 
de escucharla, protegerla y acompañarla. Necesita 
saber que no está sola y que existen mecanismos para 
atender su situación sin exponerla a nuevas agresiones.

La violencia familiar no puede permanecer 
exclusivamente en el ámbito privado cuando afecta 
la integridad, la seguridad y los derechos de las 
personas. Su atención constituye una responsabilidad 
del Estado, que debe garantizar condiciones para que 
quienes la padecen puedan acceder a la justicia y recibir 
la protección que corresponda.

En Michoacán, como en cualquier sociedad, 
debemos aspirar a que ninguna persona tenga que 
esperar a que la violencia alcance consecuencias 
ir reparables  para encontrar una respuesta 
institucional. La prevención, la atención oportuna 
y la investigación de las conductas que constituyen 
delitos son elementos fundamentales para evitar que 
las agresiones continúen y para brindar protección a 
quienes se encuentran en situaciones de riesgo.

Esta responsabilidad requiere reconocer que las 
víctimas no siempre están en condiciones de iniciar 
por sí mismas un procedimiento penal. Por ello, la 
intervención de las autoridades debe atender a la 
gravedad de los hechos y a la necesidad de proteger los 
derechos afectados, sin hacer depender toda actuación 
de la posibilidad de que la persona agredida presente 
formalmente una querella.

La justicia debe ser accesible para todas las 
personas, particularmente para aquellas que 
atraviesan circunstancias que dificultan defenderse o 
solicitar ayuda. El deber de protección exige que las 
instituciones actúen con debida diligencia, respeto 
a los derechos humanos y sensibilidad ante las 
condiciones particulares de cada caso.
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Artículo 178. …
…

El delito de violencia familiar se perseguirá de oficio 
en todos los casos, independientemente de la edad, 
género, condición o cualquier otra circunstancia de 
la víctima, sin que sea necesaria la presentación de 
querella para el inicio de la investigación y el ejercicio 
de la acción penal, en términos de las disposiciones 
aplicables.

Transitorios

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial 
del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán 
de Ocampo.

Dado en el Palacio del Poder Legislativo de 
Morelia, Michoacán, a 28 de septiembre de 2026.

Atentamente

Dip. Juan Carlos Barragán Vélez

CÓDIGO PENAL PARA EL 
ESTADO DE MICHOACÁN 

DE OCAMPO
DICE DEBE DECIR

Artículo 178. Violencia familiar

Comete el delito de violencia 
familiar quien lleve a cabo 
conductas que agredan física, 
psicológica, patrimonial o 
económicamente, a alguna 
persona con la que se encuentre 
unida por viínculo (sic) 
matrimonial, de parentesco, 
por consanguinidad, afinidad, 
civil, concubinato, relación de 
pareja o familiar de hecho o esté 
sujeta a su custodia, protección o 
cuidado, o tenga el cargo de tutor 
o curador sobre la persona, o de 
aquellas personas que no reúnen 
los requisitos para constituir 
concubinato, siempre que hagan 
vida en común, dentro o fuera del 
domicilio familiar. Se considerará 
violencia familiar la alienación 
parental demostrada, respecto 
de sus hijos o adoptados. Se 
impondrá de uno a cinco años 
de prisión, suspensión de los 
derechos que tenga respecto 
de la víctima por el término de 
la pena de prisión impuesta, 
incluidos los de carácter 
sucesorio y prohibición de ir a 
un lugar determinado o residir 
en él, así como tratamiento 
psicoterapéutico.

El delito de violencia familiar se 
perseguirá por querella, salvo 
que la víctima sea una persona 
menor de edad, persona adulta 
mayor o que no tenga capacidad 
para comprender el significado 
del hecho, casos en los cuales se 
perseguirá de oficio.

Artículo 178. …

…

El delito de violencia 
familiar se perseguirá de 
oficio en todos los casos, 
i n d e p e n d i e n t e m e n t e 
de la edad, género, 
condición o cualquier 
otra circunstancia de 
la víctima, sin que sea 
necesaria la presentación 
de querella para el inicio 
de la investigación y el 
ejercicio de la acción 
penal, en términos de las 
disposiciones aplicables.

Es que, por las razones expuestas en mi carácter 
de Diputado integrante de la Septuagésima Sexta 
Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán 
e integrante del Grupo Parlamentario de Morena, 
en ejercicio de las facultades que me confieren los 
artículos 36 fracción II, 37 y 44 fracciones I y XXX de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Michoacán de Ocampo, someto a consideración 
de este Honorable Congreso el siguiente Proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 178 del Código 
Penal para el Estado de Michoacán de Ocampo, 
para quedar como sigue:
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